DON/DOÑA  …………………………………………………………………………, con DNI núm. ………….……………… y domicilio a efectos de notificación en ……………………………………………………………………………………………………….y correo electrónico …………@……………………………………………., comparece y MANIFIESTA: 

 

PRIMERO.- Que es padre/madre del niño/a ……………………………………………………………….. que está matriculado para el curso 2020-21 en el Centro Educativo ………………………………………………..………………………………………de……………………………….…………………..donde cursará estudios de ……………………………………… 
Que mi hijo es un alumno con necesidades educativas especiales, tal como se acredita mediante el informe que se adjunta (DOCUMENTO NÚM. UNO). 

Que se adjunta como DOCUMENTO NÚM. DOS informe de neurología en el que se describe que la historia clínica y el perfil neuropsicológico de mi hijo son compatibles con el diagnóstico de TEL (Trastorno Específico de Desarrollo del lenguaje) con afectación predominante de tipo fonológico-sintáctico. En este sentido, el informe que se adjunta aconseja, entre otros aspectos, adaptaciones metodológicas y coordinación entre los profesionales de la reeducación y la escuela.
 

SEGUNDO.- Que examinada la programación del curso en donde está matriculado su hijo ha podido comprobar que el centro educativo sólo considera como lengua vehicular de enseñanza a la lengua catalana y no da el mismo tratamiento a la lengua castellana.
De esta manera, en la programación del curso sólo está prevista la enseñanza de la materia de lengua castellana en este idioma. También se ha podido constatar que la rotulación del centro educativo sólo está en catalán y que las comunicaciones dirigidas a los alumnos y a las familias se realizan también exclusivamente en lengua catalana. 

El régimen lingüístico del centro está fijado en el proyecto lingüístico que tiene los siguientes parámetros: 

a) Se establece que el catalán es la lengua vehicular de enseñanza y de aprendizaje y no se contempla para el castellano la misma categoría. 

b) Sólo se prevé impartir en castellano la materia correspondiente a lengua castellana. 

c) La realidad sociolingüística del entorno no es considerada y no se fija la proporción en que deben impartirse las materias en lengua castellana y catalana. 

d) Las relaciones intraescolares y las relaciones entre el centro educativo y los alumnos y las familias de los alumnos han de ser en catalán.  

TERCERO.- Visto lo anterior, se ha de concluir que el proyecto lingüístico del centro educativo es contrario al contenido de la Disposición Adicional Trigésimo Octava de Ley Orgánica de Educación 2/2006 (LOE), en la redacción dada por la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa. Este precepto que es normativa básica y, por lo tanto, de obligado cumplimiento dispone que Redacciones a fecha:

las Administraciones educativas deben garantizar el derecho de los alumnos y alumnas a recibir las enseñanzas en castellano, lengua oficial del Estado, y en las demás lenguas cooficiales en sus respectivos territorios y que deben adoptar las medidas oportunas a fin de que la utilización en la enseñanza de la lengua castellana o de las lenguas cooficiales no sea fuente de discriminación en el ejercicio del derecho a la educación.

A esos efectos, el punto 4 de la citada Disposición Adicional establece que en las Comunidades Autónomas que posean, junto al castellano, otra lengua oficial de acuerdo con sus Estatutos, las Administraciones educativas deberán garantizar el derecho de los alumnos y alumnas a recibir las enseñanzas en ambas lenguas oficiales, programando su oferta educativa para que: a) Tanto la asignatura Lengua Castellana y Literatura como la Lengua Cooficial y Literatura se impartan en las lenguas correspondientes; b) se garantice la impartición de asignaturas no lingüísticas integrando la lengua castellana y la lengua cooficial en cada uno de los ciclos y cursos de las etapas obligatorias sin perjuicio de la posibilidad de incluir lenguas extranjeras. A esos efectos, las Administraciones educativas deben determinar la proporción razonable de la lengua castellana y la lengua cooficial en estos sistemas.

CUARTO. -  Como es sabido, el modelo educativo catalán es de conjunción lingüística por lo que se debe asegurar un bilingüismo equilibrado e integrador en los centros educativos sin separación de los alumnos por razón de lengua. Ello conlleva que tanto el castellano como el catalán deben ser lenguas docentes y de comunicación entre los integrantes de la comunidad educativa. Este modelo ha sido avalado por distintas resoluciones del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo y del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.  

QUINTO.- Los artículos 14. 1 y 94. 4 e) de la Ley 12/2009, de 10 de julio, de Educación de Cataluña (LECAT) establecen que los centros públicos y los centros privados sostenidos con fondos públicos deben elaborar, como parte del proyecto educativo, un proyecto lingüístico que enmarque el tratamiento de las lenguas en el centro que se debe concretar a partir de la realidad sociolingüística del entorno.

En consecuencia, el proyecto lingüístico, en cuanto parte del proyecto educativo, debe acomodarse a lo establecido en la normativa básica que, en este caso, viene constituida por el Artículo 121 de la Ley Orgánica de Educación 2/2006 que establece lo siguiente: 

“ 1. El proyecto educativo del centro recogerá los valores, los objetivos y las prioridades de actuación. Asimismo, incorporará la concreción de los currículos establecidos por la Administración educativa que corresponde fijar y aprobar al Claustro, así como el tratamiento transversal en las áreas, materias o módulos de la educación en valores y otras enseñanzas.

2. Dicho proyecto, que deberá tener en cuenta las características del entorno social y cultural del centro, recogerá la forma de atención a la diversidad del alumnado y la acción tutorial, así como el plan de convivencia, y deberá respetar el principio de no discriminación” 
SEXTO.- Hay que tener en cuenta que del artículo 120 de la LOE y del artículo 91 de la LECAT se desprende que todos los centros vinculados al Servicio de Educación de Cataluña deben disponer de un proyecto educativo que sea respetuoso con el ordenamiento jurídico y le corresponde al Departamento de Educación velar por la legalidad de estos proyectos (apartado 7 del artículo 91). 
La regulación de los proyectos lingüísticos de la LECAT del año 2009 debe acomodarse, según ha declarado el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en la sentencia 143/2019, de 6 de marzo, al contenido de la Disposición Adicional 38 de la LOE y a la doctrina establecida en la sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010 sobre el artículo 35 del Estatuto de Autonomía de Cataluña. Se ha de tener en cuenta que este precepto de la LOMCE en lo que se refiere a la declaración del castellano como lengua vehicular de la enseñanza en todo el Estado no fue recurrido ante el Tribunal Constitucional por el Gobierno catalán. 
Por lo tanto, el contenido del artículo 14 de la LECAT debe aplicarse teniendo en cuenta la interpretación posterior a su aprobación y los proyectos lingüísticos de los centros educativos no deben seguir considerando como principio rector de los mismos que sólo el catalán es lengua vehicular y de aprendizaje, sin contemplar esta misma condición respecto de la lengua castellana.  En consecuencia con lo expuesto, el centro educativo debe elaborar un proyecto lingüístico que responda a su entorno sociolingüístico y en él se debe definir el uso de una u otra lengua vehicular y plasmar ineludiblemente el sistema de conjunción lingüística (catalán y castellano como lenguas vehiculares con un mínimo de 25% de castellano).
En refuerzo de lo anterior, se considera pertinente traer a colación respecto a la aplicación del Título II de la LECAT, la sentencia 919/2016, de 23 de diciembre, del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que con cita de la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 2013, declara:

Dichos preceptos se inician bajo el pórtico de que "el catalán, como lengua propia de Cataluña, es la lengua normalmente utilizada como lengua vehicular y de aprendizaje del sistema educativo", según dispone el art. 11.1 de la Ley, prevención de la que emanan y encuentran su razón de ser el resto de las prescripciones legislativas.

Pues bien, ese enunciado es literalmente igual al contenido en el art. 6.1 "in fine" y 35.1 "in fine" del Estatuto de Autonomía, declarados constitucionales por la STC 31/2010, en cuanto que la omisión del castellano "no puede entenderse que su silencio en punto a una circunstancia que resulta imperativamente del modelo constitucional de bilingüismo obedezca a un propósito deliberado de exclusión, puesto que el precepto estatutario se limita a señalar el deber de utilizar el catalán "normalmente como lengua vehicular y de aprendizaje en la enseñanza universitaria y en la no universitaria", pero no como la única, sin impedir por tanto - no podría hacerlo- igual utilización del castellano. En consecuencia, el segundo enunciado del artículo 35.1 EAC no es inconstitucional interpretado en el sentido de que con la mención del catalán no se priva al castellano de la condición de lengua vehicular y de aprendizaje en la enseñanza".

Por ello no cabe entender que el art. 11.1 o el 14.2.a) y b) -que se refiere a los aspectos relativos al uso de las lenguas en el centro que debe incluir el proyecto lingüístico, entre ellos "el tratamiento del catalán como lengua vehicular y de aprendizaje" y "el proceso de enseñanza y de aprendizaje del castellano"- estén excluyendo al castellano como lengua vehicular y de aprendizaje. Lo que establecen los preceptos es que, a estos efectos, la lengua utilizada normalmente es el catalán, no que haya de excluir a la otra lengua oficial en Cataluña".

De igual manera, el Tribunal Supremo en sentencia de 26 de febrero de 2014 (Recurso de casación 1466/2013) ha tenido ocasión de interpretar el artículo 15 de la Ley de Educación de Cataluña, relativo a la implantación de estrategias educativas de inmersión lingüística. El Tribunal señala que nada más lejos de la realidad que: 

“… cuando el Tribunal Constitucional utiliza la palabra vehicular en relación con el castellano en Cataluña es consciente de que la lengua propia de Cataluña es el catalán, pero también de que ambas lenguas son cooficiales en esa Comunidad Autónoma, y que a tenor del artículo 3 de la Constitución todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla. Y para ello es preciso que en la enseñanza en Cataluña el castellano sea lengua vehicular junto con el catalán y no solo lengua docente. Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, es lengua vehicular la que sirve de comunicación entre grupos de personas de lengua materna distinta, supuesto que concurre en la sociedad catalana de modo que es claro que en ella y en su enseñanza ambas lenguas deben ser vehiculares, con la cautela en cuanto a la dimensión del empleo de cada una, que establecimos en sentencias anteriores. Y el castellano no puede quedar reducido a la condición de lengua docente y equiparada en cuanto a su estudio al mismo número de horas que la primera lengua de estudio extranjera.”
SEPTIMO.-  A la vista de lo anterior, cabe considerar el actual proyecto lingüístico del centro como contrario a derecho y en consecuencia nulo de pleno derecho por vulneración de los derechos constitucionales relativos a la educación y al principio de igualdad que consagran los artículos 27 y 14 de la Constitución española, en la medida que no incorpora al catalán y el castellano como lenguas vehiculares, de aprendizaje y de comunicación en el centro educativo y en sus relaciones con los alumnos, entre familias y el centro y entre docentes y personal del centro. 

Por lo tanto, debe declararse su nulidad y proceder a la aprobación de un nuevo proyecto conforme a los principios establecidos por los Tribunales a fin de que el mismo contemple al catalán y al castellano, en cuanto lenguas oficiales, como lenguas docentes y de comunicación.
 Asimismo, el nuevo Proyecto lingüístico debe fijar una proporción razonable de cada una de ellas en la distribución horaria, que salvo consideraciones sociológicas excepcionales debe ser equivalente para los dos idiomas oficiales. Las consideraciones que motiven el tratamiento desequilibrado entre una y otra lengua deben ser motivadas. 

OCTAVO.- Apartado especial merece el hecho de que mi hijo sea un alumno con necesidades educativas especiales a los efectos del tratamiento de las lenguas oficiales en el centro educativo. 

El art. 14 de la Constitución Española establece que todos los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por cualquier condición o circunstancia personal. 

Por su parte, la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (aprobada por Naciones Unidas el 3 de diciembre de 2006 y ratificada por España el 21 de abril de 2008) regula en el artículo 5 los aspectos relativos a la igualdad y no discriminación en relación con las personas discapacitadas, señalando expresamente que:

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación alguna.

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo.

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables.

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad.

En lo que hace referencia a la educación, el artículo 24 de la citada Convención       declara los siguiente: 

1.- Los Estados Parte reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles, así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a:

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; 

c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera efectiva en una sociedad libre.

2.- Al hacer efectivo este derecho, los Estados Parte asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan;

c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el marco del sistema general de educación, para facilitar su formación efectiva;

e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el objetivo de la plena inclusión.

3.- Los Estados Parte brindarán a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas:

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo entre pares;

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños y las niñas ciegos, sordos o sordociegos, se imparta en los lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social.

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen en todos los niveles educativos.

Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con discapacidad.

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad.

Por su parte, el artículo 79.bis, punto 2, de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, en la redacción dada en el punto 59 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa, dispone que la escolarización del alumnado que presenta dificultades de aprendizaje se regirá por los principios de normalización e inclusión y asegurará su no discriminación y la igualdad efectiva en el acceso y permanencia en el sistema educativo. 
En este sentido, el art. 71.2 de la LO 8/1995 de 3 de julio General de Educación establece que: "Corresponde a las administraciones educativas asegurar los recursos necesarios para que los alumnos y alumnas que requieren una atención educativa diferente a la ordinaria, por presentar necesidades educativas especiales…”. En desarrollo de lo anterior, el Real Decreto 126/2014, de 28 de febrero, por el que se establece el currículo básico de la Educación Primaria, dispone en su artículo 14 que la Administración educativa adoptará las medidas curriculares y organizativas oportunas que aseguren el adecuado progreso del alumnado con necesidad específica de apoyo educativo.

En esta línea, el artículo 82 punto 1 de la ley 12/2009, de 10 de julio, de Educación de Cataluña, indica que el proyecto educativo de cada centro tiene que incluir los elementos metodológicos y organizativos necesarios para atender adecuadamente los alumnos con trastornos de aprendizaje o de comunicación, que puedan afectar el aprendizaje y la capacidad de relación, de comunicación o de comportamiento.

La citada Ley 12/2009, de 10 de julio, expone la necesidad de adecuar la actividad educativa para atender la diversidad del alumnado y el logro de una igualdad de oportunidades y de accesibilidad e incluye, como uno de los principios rectores del sistema educativo catalán, "la cohesión social y la educación inclusiva como base de una escuela para todo el mundo”.

En desarrollo de lo anterior, el Decreto 150/2017, de 17 de octubre regula la atención educativa al alumnado en el marco de un sistema educativo inclusivo declarando en su artículo 3 que todos y cada uno de los alumnos tienen que beneficiarse, en un contexto ordinario, de las medidas y apoyos universales, con objeto de desarrollarse personal y socialmente, y avanzar en las competencias de cada etapa educativa. 

El artículo 6 de este Decreto establece que corresponde a los centros educativos disponer de un proyecto educativo de centro que fomente y garantice una atención educativa inclusiva y de calidad para todos los alumnos, ajustando a este objetivo todos los recursos de que dispone el centro, y que se despliegue mediante el proyecto de dirección o la programación anual, en caso de que no haya proyecto de dirección. 

Visto lo anterior, es imprescindible que el proyecto educativo del centro, del que forma parte inherente el proyecto lingüístico, realice los ajustes razonables en función de las necesidades individuales de mi hijo para que se imparta en los lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social. 

A esos efectos, los ajustes razonables pasan por la aprobación de un proyecto lingüístico que contemple una proporción equivalente de asignaturas en castellano y catalán. Actualmente, todas las asignaturas se imparten en catalán, a excepción de la materia de lengua castellana y lengua extranjera. Se ha de tener en cuenta que mi hijo es de lengua materna castellana, por lo que precisa que el mayor número de las áreas educativas, en los lenguajes más apropiados para cada persona y en el entorno que permita alcanzar su máximo desarrollo académico y social.
NOVENO.- Dado que la Ley reconoce el derecho de los padres, madres o tutores legales a que sus hijos o pupilos reciban enseñanza en castellano, dentro del marco de la programación educativa, se deberán efectuar los cambios pertinentes para que en el curso 2020-21 y siguientes se garantice a los alumnos  su derecho a la educación bilingüe (castellano-catalán) en una proporción equivalente en los dos idiomas oficiales, salvo que circunstancias excepcionales, debidamente motivadas, justifican un tratamiento desigual que, en ningún caso, podrá conllevar una presencia inferior al 25% de las materias impartidas en lengua castellana. 

Se debe garantizar la aplicación del modelo de conjunción lingüística mientras el alumno o alumna esté adscrito al sistema educativo catalán con independencia del centro educativo en el que esté adscrito. 
DÉCIMO.- La aceptación del ideario del centro no conlleva, lógicamente, renuncia alguna a los derechos lingüísticos reconocidos por el ordenamiento jurídico, lo que se manifiesta a los efectos oportunos.   
UNDÉCIMO.- Se interesa que se dicte resolución expresa a la mayor brevedad posible, motivada y con pie de recurso.  

Por lo expuesto, 

SOLICITO: Que tenga por presentado este escrito y por hechas las anteriores manifestaciones y, en su virtud:


1.- Tenga por impugnado el proyecto lingüístico del centro educativo y acuerde declararlo nulo por ser contrario al modelo de conjunción lingüístico, vulnerar derechos fundamentales y no contemplar los ajustes razonables para asegurar una educación sin discriminación a los niños con necesidades educativas especiales.  

2.- Apruebe un nuevo proyecto lingüístico para adaptarlo a la normativa vigente y a las resoluciones judiciales conforme a los siguientes principios:  
- El castellano y el catalán son lenguas vehiculares de enseñanza. 
- Las asignaturas y materias relacionadas con la lengua castellana y la lengua catalana se impartirán en las lenguas correspondientes;

- Atendiendo a las circunstancias sociolingüísticas del entorno, la proporción de enseñanza en las lenguas oficiales debe ser equivalente en su tratamiento, y en el caso de que se acrediten circunstancias excepcionales que justifiquen un tratamiento desigual debe ser motivado. 

- Las relaciones entre los integrantes de la comunidad educativa deben respetar el principio de libertad de opción lingüística y el centro educativo debe atender, al menos, en los idiomas oficiales a los integrantes de la comunidad educativa. 
- Asegure la educación a los alumnos con necesidades especiales que permita alcanzar su máximo desarrolle académico y social.
- La rotulación del centro, al menos, en los idiomas oficiales de la Comunidad.     

3.- Con independencia de lo anterior y sin demora se reconozca:

a) El derecho del alumno………………………………………………. a ser escolarizado en castellano y en catalán en una proporción equivalente mientras esté vinculado al sistema educativo catalán, salvo que por circunstancias sociolingüísticas debidamente motivadas se fije una proporción distinta. La educación deberá hacerse para todo el grupo-clase sin aplicar la atención individualizada al alumno, con material en el idioma en que se imparta la asignatura, y en la forma telemática o presencial.  
b) El derecho de la familia y del alumno a recibir las comunicaciones, al menos, en castellano.
En…………………………a…………………………………………de 2020
1.- Este documento debe ser presentado en el Centro educativo donde se matricule el alumno,  con copia para los Servicios Territoriales de Enseñanza, o en estos Servicios, con copia para el Centro educativo. 

2.- Se aconseja remitir copia escaneada de la solicitud a AEB-Cataluña, así como de la contestación,  para seguimiento de la petición. La dirección es info@aebcatalunya.org
3.-Más información en www.aebcatalunya.org 

